Carátula 


(Ingresa la Directora General del Archivo General de la Nación, señora Alicia Casas de 
Barrán) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Educación y Cultura del Senado de la República tiene el 
agrado de recibir a la señora Directora General del Archivo General de la Nación, señora Alicia Casas 
de Barrán. El motivo de la invitación que esta Comisión le ha trasmitido es conocer su opinión sobre un 
proyecto de ley cuyo análisis hemos iniciado y es el de la creación del Sistema Nacional de Archivos. 
Se trata de un proyecto de ley presentado por varios señores Senadores integrantes de la Bancada del 
Frente Amplio. Por tratarse de un tema tan importante y como recordamos la preocupación que la 
señora Directora había manifestado sobre este tema en la última visita que realizara a esta Comisión, 
entendimos oportuno-porque, además, creemos que ha tenido mucho que ver en la idea- invitarla a 
que exponga su opinión para que posteriormente podamos abocarnos al tratamiento del tema y, 
quizás, a la aprobación de un proyecto de ley con estas características. 


Reiterando a usted la bienvenida, la escuchamos con mucho gusto. 


SEÑORA CASAS.- Ante todo, agradezco muy especialmente -porque sé que están terriblemente 
ocupados- que ocupen parte de su tiempo en recibirme y pedir mi opinión acerca de un anteproyecto 
que, de alguna manera, tiene mucho que ver conmigo, porque allí hay letra mía también; pero no sólo 
letra mía, porque no soy tan inteligente como para hacer una ley de archivos como esta. 


No voy a explicar el problema documental, porque todos tenemos dificultades con nuestros 
archivos personales. De pronto, si vamos a hacer un trámite, a vender algo o si sólo tenemos que 
recurrir a la Administración Pública, muchas veces nos encontramos con que la información que 
necesitamos no está. A su vez, la propia Administración muchas veces tampoco encuentra la 
información que necesita. Si enumerara todos los juicios que el Estado ha perdido -igual que la 
Universidad- por carecer de información, por no poderla lograr dentro de sus archivos, se asustarían. 
Esto también ocurre a nivel internacional, como por ejemplo, en España. 


¿A qué quiero llegar? A que para una buena administración es necesario tener la posibilidad 
de acceder a la información. El acceso a la información está en los documentos, que están en los 
archivos, ya sea en los archivos administrativos de la Administración o en los archivos históricos. 


Mi preocupación en este momento -más que lo que tiene que ver con el archivo histórico- son 
los archivos administrativos. Por ejemplo, está lo que Manuel Vázquez denomina el “usuario débil”, que 
es aquella persona, ya sea adulto mayor o adolescente embarazada, que necesita determinada 
información y no la consigue inmediatamente. Quiere decir que la Administración es responsable de 
tener organizada su documentación, de manera que esa persona -que paga sus impuestos, igual que 
nosotros- tenga el servicio que el Estado debe brindarle. 


Quiero señalar que el proyecto de ley que hemos presentado es breve y, a la vez, amplio. 
Entendemos que cuando los proyectos de ley son amplios como paraguas, luego se pueden ir 
reglamentando aquellos elementos que lo requieran y no hacer una modificación de ley. No sucede lo 
mismo cuando se elaboran leyes muy específicas -por lo pronto, ya estamos regidos por el cambio 
tecnológico que nos corre- porque modificar una ley es muy difícil. En cambio, reglamentarla o 
modificar un reglamento es mucho más fácil. 


Dando una mirada general al proyecto de ley, lo primero que aparece es el deber del Estado 
de conservar y organizar el patrimonio documental, que responde a la historia y, en el caso de los 
archivos administrativos, a la transparencia de la propia Administración. 


Cuando se comenzó con el tema de la reforma del Estado, lo primero que vi en la prensa 
fueron fotos. Recuerdo una publicación de “El Observador” que aludía a la reforma en el imaginario 
colectivo y mostraba papeles cayéndose de las estanterías. Quiere decir que eso es lo que el colectivo 
social piensa como principio de reforma del Estado. Pero la reforma del Estado no es eso, ni mucho 
menos, aunque la gente piense en la reforma para tener una Administración eficiente. Bueno, pero la 
Administración eficiente sólo se tiene cuando la información necesaria está oportunamente servida. A 


esto se refiere el primer artículo, a la necesidad de la obligación que tienen los archivos del Estado de 
mantener organizados sus documentos. 


El artículo 2? responde a lo que se reclama a nivel internacional que deben tener las leyes de 
archivo, que es la definición de archivo y de documento de archivo. No todos los documentos son de 
archivo. Si salimos a la calle, nos caemos y nos lastimamos la cabeza, una piedra puede ser testimonio 
de que nos caímos. O sea que es un testimonio, un documento, pero no un documento de archivo. Un 
documento de archivo es el que se crea dentro de una organización y dentro de la Administración.Acá 
está definido también el ámbito de aplicación de la ley. Además, tiene que haber un órgano rector; 
sabemos que a nivel internacional los órganos rectores son los Archivos Generales de la Nación, que 
son los que dan directrices, ya que los archivos nacionales no pueden recibir todo lo que la 
Administración produce. Entonces es de desear que se cumpla con el primer ítem, que determina que 
la Administración tenga organizados sus archivos, para que no esté deshaciéndose de sus documentos 
porque no los puede mantener. 


Luego tenemos la creación del Sistema Nacional de Archivos. 


Por otro lado, así como el doctor que está sentado aquí al lado piensa que debe tener 
médicos cerca, o en que el ingeniero que está allí piensa que sería deseable tener ingenieros, nosotros 
también queremos contar con profesionales especializados en esta disciplina -que los hay- egresados 
de la Universidad. 


Por último, hay un ítem que es muy importante, que es el referido al acceso a la información. 
Aquí se dice que toda persona tiene derecho al acceso a la consulta de documentos de los archivos 
públicos. Sin embargo, es imposible acceder a ellos, porque no están organizados, por lo que muchas 
veces vamos a pedir una información y nos contestan que no la tienen, cuando generalmente no es 
que no exista, sino que no está a mano; está, pero no se sabe dónde. Esto ocurre muy 
frecuentemente. Entonces, el acceso está limitado, en los hechos, por la organización de los 
documentos. Además, hay otro aspecto relacionado con el acceso, con el que es necesario lidiar, que 
es el derecho a la intimidad, que últimamente ha estado mucho en el tapete con los archivos de los 
derechos humanos. Personalmente, soy partidaria del acceso a los documentos, pero también de que 
se reglamente ese acceso ya que, muchas veces, hay documentos en los que se tratan asuntos muy 
privados, personales y respecto de los cuales debe existir alguna reglamentación que impida que sea 
el administrador de turno el que decida. Puede ocurrir que hoy alguien decida que se proporcione esa 
información y mañana venga otro que diga que no. Entonces, reitero, tiene que haber algún tipo de 
reglamentación. En este momento hay en estudio una ley de acceso a la información pero creo que, 
previo a ella, debería aprobarse un proyecto que incluya todos esos aspectos reglamentarios, para 
que luego se desarrollen en la otra ley. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me parece que, como decía la profesora Casas, este proyecto es lo 
suficientemente amplio como para dar cobertura a otros aspectos, como el que recién se señalaba en 
cuanto a la protección de las bases de datos personales y al acceso a la información. Pienso que, en 
definitiva, esto le da responsabilidades al Estado en su rol en materia de archivos. 


SEÑORA CASAS.- En este momento acabo de recibir de Costa Rica un e- mail de una compañera, 
que me relata un problema formidable que surgió allí debido a que un señor muy inteligente, que 
dispone de un soporte informático muy grande, recopiló una cantidad de información privada y la está 
vendiendo por mucho dinero, a los Estados Unidos, donde todos sabemos que hay problemas de 
entrada y salida de gente. En definitiva, esa falta de reglamentación en algunos planos, puede acarrear 
este tipo de problemas que considero graves. Supongan los señores Senadores que alguien, que tiene 
un buen soporte informático, se dedica en el Uruguay a hacer lo mismo. Nosotros estamos rodeados 
de bases de datos y todos figuramos en muchas de ellas como, por ejemplo, en la tarjeta de crédito 
Visa u otra, en la del Sindicato Medico, en la del colegio de los hijos, etcétera. Entonces, si alguien se 
decide y quiere tomar información privada personal de otras personas, sin duda, la va a tener y, si 
encuentra quien se la compre, la puede comercializar. 


Por estas razones, creo que este es un problema que atañe a todos los ciudadanos pero, por 
supuesto, son los señores Legisladores los que saben cómo abordar estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En líneas generales comparto la idea de crear un sistema de archivos, pues 
lo considero imprescindible. Es más, el manejo de la información, es un tema que le preocupa a esta 
Comisión desde hace largo tiempo y, en tal sentido, estamos trabajando en el proyecto de ley. 


Ahora bien, la señora Directora se imagina la posibilidad de regular todo lo que tiene que ver 
con la labor de archivos tanto pública como privada, pero me gustaría que nos explicara un poco más 
su idea. Hace un instante nos dio un dato interesante como es el manejo de la base de datos, ¿ese 
tema también estaría comprendido? 


SEÑORA CASAS.- En este momento, en los archivos existen datos informatizados. Por ejemplo, en el 
Archivo General de la Universidad de la República tenemos un sector en el que CeSIU nos pasa toda 
la documentación que se encuentra en soporte informático. Ya se acabaron los archivos de papel como 
tales, es decir, en la actualidad, los archivos tienen papel, discos, cintas y disquetes, con el peligro que 
acarrea la inestabilidad de los soportes. Si tuviéramos discos de 5 Y no habría forma de leerlo. 


Por estas razones, insisto en que el tema es muy complejo y en que tiene que haber un 
organismo, en este caso, el Archivo General de la Nación, donde actuaré yo en este período y 
después vendrá otro funcionario que seguramente hará las cosas mejor. Pero, lo cierto es que tiene 
que haber un organismo que regule y que indique a los distintos sectores de la Administración que 
guardan información cómo deben hacerlo. La propia Administración, de alguna manera, tiene que ser 
responsable. Si se me permite la expresión, no puede haber un “Gran Hermano” que cuide en cada 
archivo la información sobre cada uno de nosotros. Por eso se dice que es deber del Estado la 
conservación y organización, o sea, la propia Administración es la que tiene que atender sus 
documentos. Para ello, entonces, se tiene que crear un organismo que, por lo menos, se ocupe de 
aplicar directrices. Si no hay directrices generales y no se normaliza, es imposible preservar toda esa 
información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si entendí bien, la señora Directora plantea que las directrices generales 
corresponden a cómo debería archivarse la información, pero no a su manejo. 


SEÑORA CASAS.- El manejo o el acceso a la información es un aspecto y la descripción y 
organización de los documentos es otro. A este respecto, debo señalar que el artículo 8% habla del 
derecho al acceso, punto que precisamente considero se debe reglamentar. A esos efectos, tendrá 
que trabajar mucha gente, incluidos los señores Senadores y así llegar a un reglamento que establezca 
cómo va a ser el acceso, cuáles serán los plazos para acceder a determinada documentación, 
etcétera. En este momento, por ejemplo, la información fiscal tiene diez años de guarda, luego de ese 
período se mantiene lo más sustantivo y se puede descartar lo otro. Pero, es necesario establecer 
directrices y crear un órgano que oficie de pivote y empiece a trabajar. Por supuesto, ello no significa 
que ese órgano por sí mismo -es decir, el archivo por sí solo- pueda dictar normas directrices. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera formular una pregunta con relación a este tema. Justamente, les 
informaba a los integrantes de la Comisión que el país está adoleciendo de una ley marco de 
protección de datos personales. En ese sentido, ha sido elaborado un proyecto por parte de la 
Dirección del Gobierno Electrónico y el Poder Ejecutivo lo estaría enviando a la brevedad. Como decía 
la señora Directora, el país lo está necesitando a nivel internacional. 


Hay un artículo que refiere a la regulación de la función archivística. Me refiero a la 
capacitación del Estado o de las empresas privadas en cuanto a las líneas generales de cómo se debe 
cumplir esta función, de acuerdo con una protección nacional de los archivos. 


SEÑORA CASAS.- El Estado es uno solo. 


SEÑOR LONG.- El único artículo que refiere específicamente a cómo se debe manejar la información 
es el 8”. Allí se establece un criterio general de acceso a toda persona, sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Constitución y las leyes. Allí están comprendidos tanto la ley que estamos estudiando -que es 
sumamente delicada- de acceso a la información, como lo que mencionaba la señora Senadora 
Percovich, es decir, normas que garantizan el derecho a la intimidad personal y demás derechos 
consagrados. Creo que no hay ninguna colisión, pero sí hay que seguir avanzando en la otra parte del 
tema. 


SEÑOR CID.- Creo que estamos frente a una excelente ley marco. A uno le cuesta entender que 
pueda haber “escape” de los conceptos que pretende abarcar esta Ley Nacional de Archivo. Me parece 
que es muy bueno que sea una ley marco, porque contiene mucha parte instrumental que debe ser 
elaborada por especialistas y no por los parlamentarios que, precisamente no somos especialistas en 
esto. 


No obstante, tengo alguna duda con respecto a los artículos 4” y 6”. El artículo 4” establece 
claramente que la ley rige para la Administración Pública en sus diferentes niveles y los detalla. Pero 
cuando se crea el Sistema Nacional de Archivos a partir del artículo 6%, se hace referencia a los 
privados que se integren a él. Entonces, si el ámbito de aplicación es solamente para la Administración 
Pública, ¿cómo quedan integrados los privados en ese ámbito de aplicación que la propia ley marco 
establece? 


SEÑORA CASAS.- Esto fue largamente discutido. 


Anivel internacional, las leyes nacionales de archivo de toda Iberoamérica -digo esto, porque 
las revisamos- siempre aceptan la integración de los archivos privados que se encuentren en 
condiciones adecuadas y que en el momento de integrar aceptan la ley. Señalo esto, porque si no 
están dispuestos a aceptar la ley y a atenerse a ella, no entrarán. De todos modos, esto no se da a 
nuestro nivel. 


SEÑOR CID.- Es buena la aclaración, porque quedaban algunas zonas oscuras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo que veo, no hay más consultas que realizar por parte de los señores 
Senadores. 


La señora Directora del Archivo General de la Nación ha sido muy clara en su intervención, 
por lo que la Comisión de Educación y Cultura agradece su presencia y sus palabras. 


(Se retira de Sala la señora Directora General del Archivo General de la Nación, profesora 
Alicia Casas ) 


Personalmente y en relación a este tema, quisiera dar una nueva lectura, hacer algunas 
correcciones de carácter jurídico y tratarlo nuevamente la semana que viene. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 16 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


